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DEFENSORÍA DEL PUEBLO DE LA NACIÓN

REPÚBLICA ARGENTINA

INSTITUCIÓN NACIONAL DE DERECHOS HUMANOS

“Mejorar la legislación sobre cambio climático, el apoyo a los litigios sobre cambio climático y el avance del principio de justicia intergeneracional” 

Relator Especial sobre la promoción y la protección de los derechos humanos en el contexto del cambio climático
A- Cómo mejorar la legislación sobre el cambio climático:
3. ¿Cómo cree que la legislación sobre cambio climático debería abordar el concepto de pérdidas y daños? 

Las pérdidas y los daños son las consecuencias negativas del cambio climático que suelen suceder ante le falta de mitigación y la adaptación principalmente. Las pérdidas y los daños pueden ocurrir tanto por situaciones extremas, como olas de calor y tormentas, como por fenómenos de evolución lenta, como el aumento del nivel del mar o la acidificación de los océanos. La evidencia científica es clara en el sentido de que ya se han experimentado pérdidas y daños, que aumentarán con el calentamiento global, que son inevitables y que se distribuyen de forma desigual, con efectos desproporcionados sobre los países en vías de desarrollo y los grupos vulnerables
.

En Argentina las pérdidas y los daños de origen climático son evidentes. El período 2022/23 está bajo las condiciones más secas de los últimos 60 años o más: esto provocó no sólo que se duplique la superficie afectada por los incendios forestales y rurales
, sino que, a la fecha, se identificaron 175 millones de hectáreas en sequía y más de 17 millones de cabezas de stock bovino en riesgo. El marcado déficit de lluvias por tercer año consecutivo en el verano, olas de calor persistentes hasta entrado el mes de marzo y heladas agronómicas tan tarde como octubre en 2022 y tan temprano como febrero en 2023 provocaron pérdidas irrecuperables en los cultivos. Además de las mermas en las exportaciones, toda esta situación ha provocado dificultad para abastecer los mercados internos y un marcado incremento de precios, lo que impactó en el aumento de la pobreza. 

La Argentina produce alimentos bajo un sistema agrícola de secano (ya que menos del 10% de la superficie sembrada cuenta con sistemas de irrigación). No obstante, aumentar la superficie de cultivos bajo riego trae aparejado -para muchas zonas del país- el riesgo de salinización y/o sodificación de los suelos
 por lo que su implementación requiere, no sólo inversiones costosas, sino un análisis riguroso previo que permita realizar un manejo sustentable y prevenir eventuales procesos de deterioro
. 
Los eventos de precipitaciones extremas dominan el perfil de riesgo de desastres naturales de la Argentina. Desde 1980, la cantidad de eventos pluviales extremos se ha triplicado, y recientemente se han producido fenómenos severos que ponen de relieve la necesidad de mejorar la gestión del riesgo. Estos aumentos históricos recientes en la frecuencia de las inundaciones pueden atribuirse, en parte, a precipitaciones promedio más altas, cambios en el uso de la tierra y la consecuente subida de los niveles freáticos. Por otra parte, las inundaciones tienen un efecto directo en el incremento de la pobreza. En 2021 un informe del Banco Mundial señaló que el impacto del desborde de las aguas hace muy difícil que las personas puedan recuperarse de las pérdidas y daños, perpetuando sus necesidades a través del tiempo, incluso, de las generaciones
. Esto adquiere gran relevancia en el contexto actual, donde el 40% de las personas se encuentran bajo la línea de pobreza y la mitad de ellas son niños y niñas de entre 0 y 14 años (54%)
.

A pesar de la sequía imperante, en primavera de 2022 se registraron tormentas intensas en distintos puntos del país (sur del NOA, el norte del Litoral, el sudeste de Buenos Aires, y el norte y noreste de Patagonia) las cuales provocaron inundaciones severas que condujeron a que haya que evacuar y asistir a los habitantes. A la vez se informaron daños en infraestructura de transporte, vehículos y viviendas, los servicios esenciales se vieron alterados (incluyendo cortes de tendido eléctrico con interrupción del suministro de energía), con suspensión de clases y cortes de rutas, entre otros impactos
. 
Un estudio reciente mostró que estas olas de calor extremas, extremadamente inusuales en el actual contexto de cambio climático, es 60 veces más probable que ocurran y 1.4°C más calientes
.
Una legislación sobre pérdidas y daños debe contener efectivamente medidas destinadas a hacer frente a las pérdidas y los daños. Para ello es indispensable realizar previamente una evaluación de riesgo a través de la cual se puedan identificar los efectos y riesgos climáticos. Recopilación, sistematización y análisis de datos, un sistema meteorológico eficiente, modelos dinámicos y probabilísticos de escenarios climáticos entre otras son herramientas importantes para identificar y evaluar los efectos y riesgos climáticos y así diseñar medidas tendientes a evitar, reducir al mínimo y afrontar las pérdidas y los daños relacionados con los efectos adversos del cambio climático. Para llevar a cabo una correcta evaluación y manejo del riesgo es necesario tener acceso a fuentes de financiamiento, tecnología y generación de capacidad.

Esta Defensoría considera que la mejor manera de evitar y minimizar las pérdidas y daños es reduciendo las emisiones de GEIs para mantener el aumento de la temperatura media mundial muy por debajo de 2 °C y proseguir los esfuerzos para limitar ese aumento de la temperatura a 1,5 °C (cfr. artículo 2° inc. a) del Acuerdo de París). Es fundamental que cada país implemente planes de mitigación y adaptación climáticos coherentes y eficientes que deben indefectiblemente incluir planes de reducción del riesgo de desastres y de respuesta ante éstos.
4. ¿Debería la legislación sobre cambio climático que incorpora pérdidas y daños ser diferente para los principales países emisores de gases de efecto invernadero y para los más afectados por el cambio climático? ¿Cómo sería esta diferencia?

Si bien el Acuerdo de París establece que los países firmantes reconocen "la importancia de evitar, minimizar y abordar las pérdidas y los daños asociados a los efectos adversos del cambio climático", no impone obligaciones para hacer frente a estas pérdidas y daños ni menciona los compromisos financieros para apoyar a los países que deben hacer frente a los mismos.

El concepto de perdidas y daños exige evaluar si aquellos países que están sufriendo en mayor medida los efectos del cambio climático, a pesar de haber sido quienes menos han contribuido en tal sentido, merecen recibir apoyo financiero de aquellos países que mayor responsabilidad tienen en el calentamiento global para hacer frente a estas perdidas y daños, teniendo en cuenta que desastres como inundaciones, sequías, huracanes, deslizamientos e incendios forestales son cada vez más frecuentes e intensos como consecuencia del cambio climático y los países más afectados son los menos desarrollados. 

Si bien existen instrumentos y mecanismos tales como la Convención Marco de las Naciones Unidas sobre el Cambio Climático (CMNUCC) , el Mecanismo Internacional de Varsovia para las Pérdidas y los Daños relacionados con las Repercusiones del Cambio Climático, y el compromiso asumido en la COP 27 de noviembre 2022 en cuanto a la creación del Fondo Específico para Perdidas y Daños, es necesario seguir trabajando para que los países mas afectados por los efectos negativos del calentamiento global encuentren canales de financiamiento adecuados, soluciones, apoyo y respuestas oportunas frente a las perdidas y daños sufridas por la acción climática, teniendo en cuenta el concepto de “responsabilidades comunes pero diferenciadas y las capacidades respectivas , a la luz de las diferentes circunstancias nacionales”, tal como lo establece el Acuerdo de Paris. El concepto de responsabilidades comunes pero diferenciadas debería integrar el espíritu de las normas que se elaboren para contemplar y hace frente al tratamiento de pérdidas y daños sufridos como consecuencia del cambio climático, y a la vez ayudar a los países en desarrollo a reducir las brechas entre los niveles actuales de adaptación y los niveles necesarios para responder a los impactos y reducir los riesgos climáticos.
Como ya se ha mostrado anteriormente -y había sido predicho por el IPCC (Intergovernmental Panel on Climate Change)- Argentina sufre graves impactos por el cambio climático que repercuten negativamente en su economía y han colaborado a empeorar la crisis económica y social precedente. La desesperada búsqueda de soluciones para hacer frente a los compromisos de deuda asumidos con el Fondo Monetario Internacional y, a la vez, intentar dar cierta contención a una población cada vez más empobrecida y con necesidades básicas insatisfechas (entre los cuales, 2 de cada 3 niños, niñas y adolescentes son pobres por ingresos o están privados de derechos básicos, como el acceso a la educación, la protección social, a una vivienda o un baño adecuado, al agua o a un hábitat seguro
) hacen presuponer un escenario de intensificación de las prácticas extractivistas por lo cual se debe avanzar en la toma de suficientes recaudos para reducir o mitigar los impactos ambientales. Para aliviar esta situación, y en virtud del principio de responsabilidades comunes pero diferenciadas, es clave que los países desarrollados cumplan con el compromiso asumido en el Acuerdo de París de movilizar 100.000 millones de dólares anuales hacia los países en vías de desarrollo para implementar acciones de adaptación y mitigación climática, lo cual está muy lejos de ser alcanzado. Adicionalmente, es imperativo que se ponga en marcha con celeridad el fondo de pérdidas y daños para los países vulnerables que fue acordado en el marco de la COP 27. 
B- Apoyar los litigios sobre el cambio climático:
A partir de la consagración del derecho a un ambiente sano en la reforma constitucional de 1994, primero, y luego con la sanción de la Ley General del Ambiente (LGA) y una serie de conflictos ambientales que adquirieron resonancia nacional a mediados de la última década, la agenda ambiental creció considerablemente en el país. Muchos de estos conflictos se tradujeron en presentaciones judiciales en el ámbito de la Corte Suprema de la Nación, en particular luego de la sentencia favorable por la “causa Mendoza”
 , que se entendió como una señal de la importancia que la nueva composición del tribunal de ese momento otorgaba al tema ambiental. No obstante, esta Defensoría debe destacar que en el caso de nuestro país la judicialización de los temas ambientales no parece haber resultado la vía adecuada para dar tratamiento a la problemática y a la conflictividad ambiental, sino que se propicia que la misma tenga adecuado tratamiento en el ámbito del Poder Ejecutivo. Las dificultades para acceder a la justicia que tienen la mayoría de los ciudadanos comunes, la lentitud de los procesos judiciales que pueden llevar varios años, la falta de formación en temas ambientales complejos que -en líneas generales- se advierte en los magistrados, y, luego de emitida la sentencia, las dificultades para que estas tengan efectivo cumplimiento, hacen que el tratamiento de los temas ambientales por el Poder Judicial deba entenderse como una última opción.

C- Fomento del principio de justicia intergeneracional
12- ¿Qué ejemplos tienes de cómo la justicia intergeneracional, en su aplicación al cambio climático y a los derechos humanos, se ha incorporado al derecho internacional, a las constituciones nacionales o a la legislación nacional?
Con la incorporación del concepto de “generaciones futuras” como sujetos de derecho, que en nuestro país tiene lugar con la reforma constitucional del año 1994, se impone la necesidad y la obligación de garantizar la justicia para estas nuevas generaciones. 

La Constitución Nacional Argentina en su artículo 41 reconoce como un derecho fundamental de todos los habitantes a “gozar de un ambiente sano, equilibrado, apto para el desarrollo humano y para que las actividades productivas satisfagan las necesidades presentes sin comprometer las de las generaciones futuras” 
En orden a esta manda constitucional, la Ley General del Ambiente Nº 25.675 establece que política ambiental nacional deberá “promover el mejoramiento de la calidad de vida de las generaciones presentes y futuras”, mientras que la ley para la implementación de la educación ambiental integral Nº 27.621, precepta que el ejercicio ciudadano del derecho a un ambiente sano es uno de los principios de la educación ambiental, y que como tal “debe ser abordada desde un enfoque de derechos, promover el derecho a un ambiente sano, equilibrado y apto para el desarrollo humano y productivo de las presentes y futuras generaciones, en relación con la vida, las comunidades y los territorios”.

No obstante, lo anterior, las presentaciones judiciales sobre daños ambientales colectivos que alegan cuestiones relacionadas con el cambio climático, si bien invocan posibles impactos para las generaciones futuras, no es este el objeto especifico de los reclamos en materia ambiental 
 .
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